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Ciudad de México. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al veinticuatro de febrero de dos mil dieciséis, emite la siguiente:

S E N T E N C I A

Mediante la cual se resuelve el amparo directo en revisión 4239/2015, promovido contra el fallo dictado, el 9 de julio de 2015, por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito en el juicio de amparo directo 151/2015.
El problema jurídico a resolver por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación consiste en analizar, en caso de que se cumplan los requisitos procesales correspondientes, si las interpretaciones del tribunal colegiado de conocimiento respecto al parámetro de regularidad constitucional del derecho a la libertad personal y la excepción de urgencia para afectarlo de forma constitucionalmente admisible son correctas. 
I. ANTECEDENTES DEL CASO
1. De la sentencia de amparo se desprende que el 7 de junio de 2008, aproximadamente a las 22:30 horas, en la delegación Gustavo A. Madero, ********** (en adelante el “quejoso” y/o “recurrente”) disparó contra una persona en diversas ocasiones, lo que le causó la muerte.

2. La investigación respectiva fue consignada ante el Juez Cuadragésimo Primero de lo Penal del Distrito Federal, quien instruyó la causa penal 206/2008 y, el 19 de mayo de 2010, dictó sentencia condenatoria en contra del quejoso por la comisión del delito de homicidio calificado.

3. Inconformes, el sentenciado, su defensa y el agente del Ministerio Público interpusieron recurso de apelación que conoció la Primera Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, dentro del toca de apelación 906/2010. El 29 de septiembre de 2010, la Sala modificó la sentencia de primera instancia para imponer al quejoso una pena de 23 años 9 meses de prisión y lo condenó a la reparación del daño material y moral.

II. TRÁMITE DEL JUICIO DE AMPARO
4. Juicio de amparo directo. En desacuerdo, el 18 de marzo de 2015, el sentenciado promovió juicio de amparo directo, mismo que fue presentado ante la sala de apelación.

5. El 17 de abril de 2015, el Magistrado Presidente del Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, a quien por razón de turno correspondió conocer de la demanda de amparo directo, admitió el asunto a trámite y lo registró con el número 151/2015. El 9 de julio de 2015, dictó sentencia en la que concedió el amparo al quejoso para que se dejara insubsistente la sentencia reclamada y en su lugar se dictara otra. 
6. Recurso de revisión. Inconformes con esa determinación, el 3 de agosto de 2015, el quejoso interpuso recurso de revisión que fue remitido a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.
7. El Presidente de la Suprema Corte, por acuerdo de 14 de agosto de 2015, admitió el recurso de revisión con reserva del estudio de procedencia, ordenó registrarlo con el número 4239/2015 y lo turnó al Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, integrante de la Primera Sala, para la elaboración del proyecto de resolución; asimismo, requirió notificar de la admisión a las partes.

8. Por último, el 20 de octubre de 2015, el Presidente de esta Primera Sala tuvo por recibido el expediente, señaló que la Sala se abocaba al conocimiento del asunto y que, en su oportunidad, se enviarían los autos a su ponencia para la elaboración del proyecto respectivo.
III. COMPETENCIA

9. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente recurso de revisión, en términos de los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción II, y 96 de la Ley de Amparo; del artículo 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y del Punto Primero y Tercero del Acuerdo General Plenario 5/2013. El recurso se interpuso contra una sentencia dictada por un tribunal colegiado de circuito en un juicio de amparo directo en materia penal, lo cual es competencia de esta Primera Sala.

10. El presente asunto se rige por la Ley de Amparo vigente a partir del 3 de abril de 2013, pues la demanda fue presentada el 18 de marzo de 2015, en términos del artículo Tercero Transitorio del decreto de reforma.  
IV. OPORTUNIDAD
11. El recurso de revisión se interpuso dentro de plazo correspondiente. La sentencia constitucional de 9 de julio de 2015 se notificó personalmente al quejoso el 15 de julio de 2015
. Dicha notificación surtió efectos al día hábil siguiente; es decir, el 3 de agosto de ese año. Por tanto, el plazo de diez días a que se refiere el artículo 86 de la Ley de Amparo corrió del 4 al 17 de agosto de 2015, en dicho cómputo no se cuentan los días  del 16 al 31 de julio por corresponder al primer periodo vacacional de ese año ni los días 1, 2, 8, 9, 15 y 16 de agosto por haber sido sábados y domingos. La presentación del recurso de revisión fue el 3 de agosto de 2015
;  por lo tanto, es oportuna.
V. LEGITIMACIÓN
12. Esta Primera Sala considera que el ahora recurrente está legitimado para interponer el presente recurso de revisión, pues en el juicio de amparo directo se le reconoció la calidad de quejoso, en términos del artículo 5, fracción I, de la Ley de Amparo. En consecuencia, la decisión adoptada en la sentencia de amparo directo sí le afecta directamente. 
VI. ELEMENTOS NECESARIOS PARA RESOLVER
13. A fin de dar respuesta a la materia del presente recurso de revisión, es imprescindible referirse a los conceptos de violación, a las consideraciones de la sentencia recurrida y a los agravios planteados en el recurso de revisión.

14. Demanda de amparo. El quejoso planteó los siguientes conceptos de violación:

a) Su detención ocurrió sin que existiera mandato por escrito de autoridad o se tratara de delito flagrante. Por tanto, contraviene el artículo 16 constitucional.

b) El ministerio público no le hizo saber quién lo acusaba por lo que se violó su garantía de defensa adecuada y debido proceso.

c) La declaración y el reconocimiento de los testigos que le imputan se llevó a cabo sin que estuviera asistido de su defensor, por lo que no deben ser tomadas en cuenta.

d) Su declaración ministerial se recabó sin la asistencia de abogado titulado.

e) La Sala responsable omitió cumplir con los principios constitucionales de exacta aplicación de la ley al realizar una indebida interpretación de la norma secundaria.

f) La autoridad responsable no realizó una valoración lógica y jurídica de las pruebas que obran en los antecedentes.

g) La sentencia reclamada carece de fundamentación y motivación.

h) La Sala responsable rompe el equilibrio procesal pues no tomó en cuenta la totalidad de pruebas de la defensa del sentenciado.

i) De las pruebas se desprende que el quejoso nunca tuvo la intención de llevar a cabo una conducta que privara de la vida a la víctima.

15. Sentencia de amparo. Las principales razones aducidas por el tribunal colegiado para conceder el amparo son: 

a) Se afectaron los derechos fundamentales del quejoso previstos en el artículo 14 Constitucional, pues no se respetaron las formalidades del procedimiento.

b) Se debe reponer el trámite del recurso de apelación a partir de la celebración de la audiencia de vista. La manera en que dicha audiencia se celebró afectó el principio de inmediación y las formalidades del recurso de apelación, pues no se notificó al sentenciado la nueva integración del tribunal y no hubo identidad entre los magistrados que declararon visto el asunto y los que lo resolvieron.

c) También se violaron los derechos de seguridad jurídica y defensa adecuada del quejoso. Su reconocimiento a través de la Cámara de Gesell se desahogó sin la presencia de su defensor y declaró ante autoridad ministerial asistido únicamente por persona de confianza.

d) La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que la diligencia de reconocimiento por medio de la Cámara de Gesell requiere de la presencia y asesoría efectiva del defensor del inculpado, ya que esto le otorga la certeza jurídica a la persona sujeta a jurisdicción del Estado de que el reconocimiento cumple con los requisitos legales, y garantiza la licitud de la prueba y del consecuente indicio. 
e) Por tanto, la diligencia de 27 de julio de 2008 en la que se reconoció al quejoso a través de la Cámara de Gesell debe declararse nula por no haber estado asistido por su defensor, lo mismo debe considerarse respecto de las pruebas derivadas de ella, ante la ilicitud de la prueba de origen.

f) Se transgredió el derecho a la no autoincriminación del quejoso, al no haberse tutelado su derecho a una defensa adecuada. Durante la  indagatoria, el inculpado únicamente designó persona de confianza para que lo asistiera a declarar, sin que se acreditara que ésta fuese licenciado en derecho, lo cual es requisito para cumplir con una defensa efectiva dentro del procedimiento penal, de acuerdo con la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
g) Por tanto, se violó el derecho a una defensa adecuada del quejoso al haberse permitido que emitiera su declaración ministerial asistido por una persona de confianza. Así, tal declaración es prueba ilícita al igual que la declaración rendida ante el juez de la causa en la que la ratificó. Dichas diligencias, aun cuando no cobraron relevancia preponderante en perjuicio del quejoso, no deben ser consideradas como medios probatorios. 
h) No existió alguna violación al procedimiento en la etapa de averiguación previa, toda vez que se observaron las formalidades esenciales, al haber sido detenido por caso urgente, asimismo, se resolvió su situación jurídica como lo establece el artículo 16 de la Constitución Federal, y se les facilitaron los datos necesarios para que ejerciera su derecho de defensa.

16. Recurso de revisión. En su escrito de revisión, el quejoso expresó los siguientes agravios:

a) En la sentencia de amparo se omitió atender la totalidad de conceptos de violación que fueron planteados en relación con la violación en su perjuicio de los derechos humanos consagrados en los artículos 16 y 20 constitucionales.

b) El tribunal colegiado se limitó a señalar que esos derechos no se habían violado sin argumentar las razones que lo llevaron a esa conclusión, en particular lo relacionado con su detención. 

c) Además, se debió anular todas las pruebas relacionadas con el reconocimiento.

VII. ESTUDIO DE PROCEDENCIA DEL RECURSO

17. De conformidad con la Ley de Amparo, el recurso de revisión en amparo directo se distingue por ser un medio de impugnación extraordinario, el cual sólo es procedente cumplidos los requisitos señalados expresamente por la Constitución Federal y la Ley de Amparo, motivo por el cual éstos deben ser analizados antes del estudio de fondo en toda revisión en amparo directo.
18. De acuerdo con las citadas normas constitucionales y legales, este tribunal constitucional puede conocer de la revisión de un amparo directo cuando, además de acreditarse la oportunidad del recurso y la legitimación de la persona promovente, se cumplan los siguientes requisitos: 
i. que esté de por medio una cuestión constitucional para la resolución del caso concreto, y 
ii. su estudio por parte de la Suprema Corte fije un criterio de importancia y trascendencia para el ordenamiento jurídico. 
19. En relación con el primer requisito -esto es la cuestión constitucional- con base en lo resuelto por el Tribunal Pleno en la contradicción de tesis 21/2011-PL, fallada el 9 de septiembre de 2013, esta Primera Sala entiende que una cuestión es propiamente constitucional cuando se exige la tutela del principio de supremacía constitucional para la solución de un caso concreto porque se presenta un conflicto interpretativo sobre la determinación que para cierto supuesto otorga la Constitución, en tanto texto normativo, lo cual exige desentrañar el significado de un elemento normativo, de alguna norma fundamental o de un derecho humano reconocido en un tratado internacional ratificado por México mediante un método interpretativo.
20. De acuerdo con el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación y como consecuencia de la reforma al artículo 1° de la Constitución Federal de 10 de junio de 2011, el principio de supremacía constitucional se desenvuelve en dos concepciones distintas y cada una origina un tipo de cuestión de constitucionalidad:
i. una relativa a la protección consistente del sistema de fuentes y a su principio de jerarquía normativa, y 
ii. otra relacionada con la protección coherente del ordenamiento jurídico mediante el principio de mayor protección de los derechos humanos.
21. Por tanto, una cuestión de constitucionalidad se puede definir, en términos generales, mediante un criterio positivo y otro negativo. De manera positiva, se origina por el ejercicio interpretativo de un elemento o norma constitucional para la resolución del caso, entendiéndose con ello no sólo la interpretación de los preceptos de la Constitución Federal, sino de los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales de los que México es parte, de acuerdo con  lo previsto por  el artículo 1°, párrafo primero, de la propia Constitución Federal.
22. Si bien el citado artículo 81, fracción II, de la Ley de Amparo no establece de manera expresa la procedencia del recurso cuando se tenga como parámetro de regularidad constitucional un derecho humano reconocido en un tratado internacional, lo cierto es que dicha condicionante se desprende de la interpretación sistemática de los artículos 1°, párrafo primero, y 107, fracción IX, Constitucionales, los cuales ya se encontraban vigentes al momento de la presentación de la demanda.
23. Por su parte, el criterio negativo radica en la identificación de su opuesto: la cuestión de legalidad. En efecto, las cuestiones jurídicas relativas exclusivamente a determinar la debida aplicación de una ley o la determinación del sentido de una norma infraconstitucional se encuadran como cuestiones de legalidad en la que lo relevante es desentrañar el sentido de tales fuentes.

24. Esto no significa que una cuestión de legalidad esté desvinculada de la fuerza protectora de la norma fundamental, pues la Constitución Federal, en sus artículos 14 y 16, reconoce el derecho humano a la legalidad, lo cual conlleva evaluar la debida aplicación de la ley. Sin embargo, se trata de una violación “indirecta” a la Constitución que no exige el ejercicio interpretativo de un elemento genuinamente constitucional, sino sólo una referencia en vía de consecuencia
.
25. Por lo tanto, para que se actualice una cuestión de constitucionalidad para la procedencia de un recurso de revisión en un juicio de amparo directo, es necesario que en la sentencia recurrida se haya realizado:  
i. un pronunciamiento sobre la constitucionalidad de normas generales; 

ii. se establezca la interpretación directa de una norma constitucional o de los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, o 

iii. habiéndose planteado alguna de esas cuestiones en la demanda de amparo, se omita su estudio en la respectiva sentencia.

26. Respecto del segundo requisito, aun cuando exista una cuestión de constitucionalidad, la procedencia del recurso se supedita constitucionalmente a que se fije un criterio de importancia y trascendencia para el ordenamiento jurídico, a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y conforme a los acuerdos generales que emita el Tribunal Pleno. 
27. Así, el punto Segundo del Acuerdo Número 9/2015 entiende que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia, cuando, una vez se surta el requisito relativo a la existencia de un tópico de constitucionalidad: 

i. se advierta que aquél dará lugar a un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional, o 

ii. lo decidido en la sentencia recurrida pueda implicar el desconocimiento de un criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación relacionado con alguna cuestión propiamente constitucional, por haberse resuelto en contra de dicho criterio o se hubiere omitido su aplicación.
28. Al aplicar tales criterios al caso concreto, se concluye que el recurso de revisión es procedente. 
29. En efecto, el quejoso impugnó la legalidad de su detención, tanto en la demanda de amparo como en el recurso de revisión,  por incumplimiento de los requisitos constitucionales. Al respecto, adujo que no obstante no fue sorprendido en flagrancia, fue detenido por elementos policiacos y puesto a disposición de la autoridad indagatoria, sin que mediara mandamiento escrito de la autoridad judicial o ministerial. 

30. Este planteamiento del quejoso, para ser adecuadamente respondido, exige desentrañar el contenido del derecho a la libertad personal; verificar el cumplimiento de la regla primaria en materia de detenciones que es el control judicial previo, de acuerdo con el parámetro de regularidad constitucional de tal derecho, y determinar el alcance de los supuestos constitucionales para prescindir admisiblemente de ese control.   

31. Por su parte, el tribunal colegiado de conocimiento únicamente afirma que no hubo violación alguna, pues la detención ocurrió por caso urgente, sin responder el planteamiento expresado por el quejoso en el sentido de que ésta no cumplió con las exigencias constitucionales.   

32. Así, el tribunal colegiado de conocimiento omitió, en el caso concreto, el estudio de una cuestión de constitucionalidad planteada por el quejoso en su demanda de amparo, con lo que inaplicó, a su vez, la consistente doctrina constitucional de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación acerca del contenido y alcance del derecho a la libertad personal, así como de los requisitos de las figuras excepcionales de urgencia y flagrancia para afectarlo de forma constitucionalmente admisible. 

VIII. ESTUDIO DE FONDO 

33. La sentencia de amparo reseña la detención del quejoso señalando que éste fue detenido el 26 de julio de 2008, a las 18:30 horas, bajo el supuesto de caso urgente; a las 21:11 de ese mismo día, fue puesto a disposición del agente del Ministerio Público, quien inició averiguación previa hasta las 03:33 horas del 27 de julio de 2008, por lo que el inculpado quedó en calidad de retenido ante el fiscal investigador. Después de que se ejerció la acción penal, el juez del conocimiento calificó de legal la detención del quejoso al haberse satisfecho los requisitos del caso urgente.

34. Frente a estos hechos, el tribunal colegiado señaló únicamente que las  formalidades esenciales del procedimiento se observaron cabalmente durante la etapa de averiguación previa, ya que el quejoso fue detenido por caso urgente y se resolvió su situación jurídica, como lo establece el artículo 16 constitucional, además que se le facilitaron los datos necesarios para que ejerciera su derecho de defensa.
35. Tal como se señaló en el estudio de procedencia de ejecutoria, esta aseveración del tribunal colegiado de conocimiento omite responder adecuadamente un planteamiento del quejoso sobre un tema de constitucionalidad y aplicar, para ello, la doctrina constitucional de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación respecto al contenido y alcance del derecho a la libertad personal, las excepciones constitucionales que admiten su afectación sin control judicial previo, y sobre el cumplimiento de los requisitos necesarios para que éstas afectaciones sean posibles. Así, resulta fundado el agravio del quejoso a este respecto. 

36. Procede, ahora, señalar los parámetros que debieron sustentar la interpretación del tribunal colegiado de conocimiento al responder el concepto de violación expresado por el quejoso.  

37. El estudio relativo a la doctrina constitucional en materia del derecho humano a la libertad personal y respecto de la urgencia como forma para afectarlo de manera constitucionalmente admisible se basará en las consideraciones generales relativas a la libertad personal lato sensu esgrimidas por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 105/2006-PS
, posteriormente retomadas en el amparo en revisión 135/2011
, así como el amparo directo en revisión 2470/2011
.

38. En la contradicción referida, se puntualizó que el reconocimiento constitucional de los derechos humanos tuvo como finalidad crear y mantener las condiciones mínimas indispensables para asegurar el desarrollo de la vida del ser humano en libertad en condiciones compatibles con la dignidad humana.

39. Ahora bien, de conformidad con el texto constitucional y con los instrumentos internacionales ratificados por México, la privación de la libertad personal sólo puede efectuarse en los casos y de acuerdo con los procedimientos previstos en la Constitución o la ley. En caso contrario, estaremos ante una detención o privación ilegal de la libertad, prohibida tanto a nivel nacional como internacional.

40. En nuestro sistema jurídico, las afectaciones a la libertad personal sólo tendrán lugar en los casos y condiciones reguladas en la Constitución, en los tratados y en las leyes, es decir, a partir del estricto cumplimiento de determinados requisitos y garantías. Una de las formas constitucionalmente previstas para la privación de la libertad personal es la urgencia. 

41. Al respecto, el artículo 16 constitucional establece: 

Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento.

(…)

No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y sin que preceda denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito, sancionado con pena privativa de libertad y obren datos que establezcan que se ha cometido ese hecho y que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión.
La autoridad que ejecute una orden judicial de aprehensión, deberá poner al inculpado a disposición del juez, sin dilación alguna y bajo su más estricta responsabilidad. La contravención a lo anterior será sancionada por la ley penal.

 

Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. Existirá un registro inmediato de la detención.

 

Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por la ley y ante el riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia, el Ministerio público podrá, bajo su responsabilidad, ordenar su detención, fundando y expresando los indicios que motiven su proceder.

En casos de urgencia o flagrancia, el juez que reciba la consignación del detenido deberá inmediatamente ratificar la detención o decretar la libertad con las reservas de ley.

42. Por su parte, el artículo 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos:  

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. 

2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas. 

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 

(…)

5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio. 

6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales.  En los Estados Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido.  Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona. 

43. Y el artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: 

1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta. (…)

4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la prisión fuera ilegal. (…)

44. De conformidad con el artículo 7.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la jurisprudencia asociada, la detención sólo procede por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por la ley
. No obstante, no basta que la privación tenga una base legal, sino que ésta tiene que cumplir con un test de proporcionalidad. En ese sentido, la Corte IDH ha destacado que aun cuando una persona detenida por causas y métodos calificados de legales, aquellos pueden ser incompatibles con el respeto de los derechos humanos de la persona por ser irrazonables, imprevisibles o faltos de proporcionalidad; entre otros
.

45. En la ejecutoria dictada en el amparo directo en revisión  2470/2011,  se consideró que el escrutinio de la autoridad judicial es la condición rectora y preferente en el régimen de detenciones; es decir, en principio, toda detención debe estar precedida por una autorización emitida por la autoridad judicial tras analizar si la solicitud de la autoridad ministerial para privar de la libertad a una persona, cumple o no con las formalidades requeridas por la Constitución.

46. Mientras que el ministerio público tiene el deber de perseguir el delito y, por tanto, tiene interés en que las detenciones se ejecuten, la autoridad judicial, por su parte, tiene el llamado institucional de fungir como contrapeso, esto es, como tercero imparcial, capaz de invalidar las detenciones contrarias a los derechos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales.

47. Corresponde ahora a esta Primera Sala referirse a la detención por urgencia como forma de afectación constitucionalmente admisible del derecho a la libertad personal. Tal como se ha destacado, la Constitución, en su artículo 16, establece que:

(…) Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por la ley y ante el riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia, el Ministerio público podrá, bajo su responsabilidad, ordenar su detención, fundando y expresando los indicios que motiven su proceder. (…)

 

48. Este párrafo fue introducido en la reforma de 3 de septiembre de 1993 con la finalidad de regular la detención en casos urgentes cuando exista delito grave señalado en la ley. El párrafo faculta al Ministerio público para que, en dichos supuestos y ante el riesgo fundado de que la persona indiciada se sustraiga de la acción de la justicia y siempre que no se pueda acudir ante la autoridad judicial, por razón de la hora, lugar o circunstancia, ordene  su detención, bajo la responsabilidad del órgano investigador. 
49. Esta orden de detención expedida por el ministerio público debe expresar los indicios y normas que la motivan y fundan. Además, se precisó que la detención deberá ser ratificada por la autoridad judicial que conozca del procedimiento; en caso contrario, la persona imputada deberá ser puesta inmediatamente en libertad con las reservas de ley.
50. Sobre este punto en particular, de la exposición de motivos se evidencia que la pretensión del constituyente permanente era acotar la autorización para la detención en casos urgentes prevista por la Constitución hasta ese entonces. 
51. En el texto constitucional vigente –y producto de la reforma- sólo el Ministerio público queda facultado para ordenar la detención de la persona imputada por caso urgente; mientras en el texto anterior, la facultad estaba concedida a cualquier autoridad administrativa. Además, el texto constitucional vigente restringe los supuestos de detención por caso urgente a delitos graves señalados por la ley y no a cualquier delito perseguible de oficio y, por último, se establece un control de legalidad por la autoridad judicial, quien deberá calificar si la acción del ministerio público se apegó a la autorización constitucional, decretando la libertad de la persona detenida en caso de que no sea así.
52. En el amparo directo en revisión 3506/2014
, se destacó que sólo mediante una orden –que constituye una resolución– emitida previamente por el Ministerio Público, debidamente fundada y motivada, podrá ejecutarse la detención de una persona.

53. Así pues, del precepto constitucional en estudio se advierte que para que en una detención se acredite el caso urgente se debe reunir los siguientes elementos: 
i. que se trate de delito grave calificado por la ley; 
ii. que exista el riesgo fundado que la persona indiciada se sustraiga de la acción de la justicia; 
iii. que el Ministerio público no pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la “hora, lugar o circunstancia”, y 
iv. que el Ministerio público funde y exprese los indicios que motiven su proceder. 

54. Delito grave: El primer elemento se acreditará con el simple hecho que el delito que se siga contra la persona indiciada sea calificado como grave por la legislación penal aplicable. Se presume la constitucionalidad de la determinación de los delitos graves por parte del legislador y sólo bajo una revisión constitucional se determinará si la calificación de grave es o no constitucional.
55. Sustracción de la acción de la justicia: En relación con el segundo elemento, el ministerio público deberá probar que existían motivos suficientes y fundados,  objetivos y razonables, para deducir que el implicado se sustraería de la acción de la justicia, de no realizarse la detención en ese momento. 

56. Imposibilidad de acudir ante autoridad judicial. El tercer elemento quedará satisfecho cuando el ministerio público decrete la detención por caso urgente en día, hora, lugar o circunstancia en la que no pueda acudir ante la autoridad judicial, lo que implica que deberá contar con todos los elementos como si estuviera en aptitud de acudir ante un órgano jurisdiccional a solicitar una orden de aprehensión. El ministerio público debe probar fehacientemente, y por las razones incluidas en el texto constitucional, que estaba imposibilitado para acudir ante la autoridad judicial a solicitar una orden de aprehensión. 

57. En relación con este último requisito, en el amparo en revisión 3506/2014
, la Primera Sala explicó que los anteriores supuestos podrían configurarse, en cuanto a la hora, cuando la detención se pretende ejecutar fuera de los horarios laborales de los juzgados penales y que éstos no hayan dispuesto alguna guardia para las horas posteriores a la jornada laboral ordinaria. En ambos casos, la imposibilidad de que alguna autoridad judicial controle la detención previamente trae aparejada la posibilidad de que la persona inculpada no sea detenida. 
58. En cuanto al segundo motivo, éste podría configurarse cuando en el lugar en que se pretende ejecutar una detención no existan autoridades judiciales a quienes se pueda acudir o, bien, éstas  se encuentran en un lugar distinto y cuya lejanía implicaría la imposibilidad de ocurrir ante ellas oportunamente, lo que provocaría igualmente que la persona inculpada no sea detenida.  

59. El supuesto de la lejanía debe analizarse siempre por el ministerio público con un criterio de proporcionalidad, bajo criterios objetivos y razonables, y nunca leerse de manera aislada, sino concomitante con todos los demás elementos (delito grave, inminencia de fuga, hora, lugar y circunstancia).

60. El mencionado amparo en revisión 3506/2014 destacó, además, que las “circunstancias” se refieren al contexto de modo, tiempo y lugar que configuran el momento en que resulta necesario y perentorio llevar a cabo la detención de una persona  a quien se atribuye haber cometido un delito grave porque de no hacerlo en esa justa oportunidad, la persona podría evadirse de la acción de la justicia. 

61. En estos casos, para acreditar la existencia de las circunstancias referidas, el Ministerio público deberá contar con motivos objetivos y razonables respecto de tales circunstancias; aunque no sea necesaria prueba plena, sí es preciso contar con base indiciaria suficiente que permita su corroboración por parte de la autoridad judicial que controle la detención con posterioridad.

62. Fundamentación y motivación: El cuarto elemento señala que el Ministerio Público deberá fundar y motivar su proceder, lo cual implica que para realizar una detención por caso urgente, lo primero que debe ocurrir es que el Ministerio Público emita una orden de detención, la cual debe estar debidamente fundada y motivada. Esto implica que dicha orden deberá expresar las razones por las cuales se consideran acreditados los tres elementos antes mencionados, y por qué existen motivos razonables para no realizar una detención con base en una orden de aprehensión.
63. Una situación de urgencia no debe ser entendida como aquella que justifique un exceso de facultades y violaciones a derechos. Se trata de una situación ante la cual –derivado de circunstancias específicas– no es posible darle cauce ordinario a una detención, por lo que la autoridad estará excepcionalmente facultada para reaccionar de manera distinta. 

64. Dicha respuesta deberá –en la medida de lo posible– ajustarse al proceso habitual, ya que la distinción entre un caso ordinario y un caso urgente no radica en una cuestión normativa relativa a los derechos involucrados que justifique un cambio substancial en la manera de tratar con la libertad de una persona. La diferencia recae, primordialmente, en un aspecto circunstancial de disponibilidad, como la imposibilidad de acudir ante la autoridad judicial por razón de tiempo, lugar u otra circunstancias, a lo cual se suma el riesgo de fuga y la comisión de un delito grave.

65. De esta forma, si como regla general se exige que toda detención esté  precedida por una autorización judicial, la ausencia de dicho elemento en casos urgentes habrá de compensarse con una interpretación y actuar por parte de la autoridad que permita reproducir aquello que la supervisión judicial asegura: el respeto a la libertad personal, la protección de la seguridad jurídica y la eliminación de detenciones arbitrarias. 

66. En esta línea, las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia que dictaminaron la reforma al artículo 16 hacían hincapié en evitar que este tipo de detenciones se hicieran con fines meramente de investigación
. Esta inquietud supone que para efectuar la detención por caso urgente, la investigación debía encontrarse previamente integrada, como si se fuera a presentar ante una autoridad judicial, siendo la imposibilidad de ocurrir ante ella lo que genera el cambio de procedimiento. 

67. Desde otro punto de vista, el párrafo quinto del artículo 16 constitucional describe el requisito en estudio de la siguiente forma: “el Ministerio Público podrá, bajo su responsabilidad, ordenar su detención, fundando y expresando los indicios que motiven su proceder”. En efecto, se trata de una norma que confiere una facultad, es decir, habilita a la autoridad –una autoridad ordenadora, no revisora– a realizar una acción tras cumplir ciertos requisitos. 

68. Para identificar la condición de aplicación de la norma, o en otros términos, qué circunstancias deben darse para que se autorice el contenido de la norma –en este caso, detención por caso urgente– conviene reformular el texto anterior a la estructura tradicional de una norma: supuesto y consecuencia jurídica. 

69. Al ser la facultad para detener el resultado o efecto jurídico de la norma, el resto de sus elementos formarán parte del supuesto, quedando de la manera siguiente: “el Ministerio Público, bajo su responsabilidad, fundando y expresando los indicios que motiven su proceder podrá ordenar la detención”.  De esta forma resulta claro que el ejercicio de la facultad conferida por la norma –ordenar, no revisar, la detención– requerirá que previamente se actualicen el resto de sus elementos, entre ellos, la fundamentación y motivación.

70. Desde un punto de vista gramatical cobra relevancia el uso del gerundio en la expresión “fundando y expresando” situada tras la oración “podrá ordenar la detención”. En el idioma español, el gerundio carece de entidad autónoma, pues hace referencia a un verbo principal, cuya significación modifica, expresando modo, condición, motivo o circunstancia
; es decir, puede significar ya sea simultaneidad o anterioridad con relación al verbo que modifica, pero nunca posterioridad
. 

71. En este caso, al ser la oración principal “podrá ordenar la detención” y los modificadores “fundar” y “expresar”, desde el rigor gramatical se concluye que la fundamentación de la detención debe darse de manera cuando menos, simultánea, con la debida expresión de los indicios que justifican razonable y constitucionalmente que se prescinda del control judicial previo, regla primaria en materia de detenciones de acuerdo con el parámetro de regularidad constitucional del derecho a la libertad personal. 

72. En ese sentido, se puede resumir que una orden de detención por caso urgente emitida por el ministerio público deberá contener el razonamiento en el que se especifique la legislación en la que el delito investigado esté contemplado como delito grave (primer elemento); los elementos que el ministerio público tomó en cuenta para determinar que existía la posibilidad de que el indiciado se sustrajera a la acción de la justicia (segundo elemento); se deberá precisar la hora, el lugar o la circunstancia por la cual no es posible acudir ante la autoridad judicial (tercer elemento), y todo ello deberá fundarse y motivarse debidamente. Si no se dan todos los elementos de manera concomitante, no puede validarse una detención por urgencia; hacerlo implicaría permitir una detención arbitraria.

73. Una vez que el órgano investigador haya emitido la orden de detención por caso urgente, estará en aptitud de ejecutarla.

74. Ahora bien, es importante destacar que la autoridad judicial que ratifica una detención en la que no era posible esperar una orden de aprehensión debe conducirse de acuerdo con el espíritu del texto constitucional en cuanto a la detención por urgencia. En ese sentido, esta Primera Sala considera que, al igual que en la detención por flagrancia, el control judicial posterior a la privación de la libertad por urgencia debe ser especialmente cuidadoso y que la autoridad judicial debe ponderar si el ministerio público contaba con datos suficientes para realizar dicha detención.
75. En suma, al igual que en la detención por flagrancia, en el caso de una detención por urgencia, quien afirma la legalidad y constitucionalidad de la detención –en este caso, el ministerio Público–, debe sostenerla ante la autoridad judicial. 

76. Como cuestión importante, se subraya que el principio de presunción de inocencia se proyecta desde esa etapa del procedimiento (detención). Por tanto, quien afirma que la persona capturada fue detenida por urgencia tiene la carga de la prueba. Así, el escrutinio posterior a la detención es de suma importancia, ya que el descubrimiento de que se actualizó una situación de privación ilegal de la libertad, necesariamente, debe desencadenar el reproche y la exigencia de responsabilidad que jurídicamente correspondan.

77. En síntesis, de conformidad con el amparo directo en revisión 3506/2014, cuando no se cumplen de manera concurrente los requisitos genéricos previstos en el artículo 16 constitucional
  y no exista orden emitida por el Ministerio Público, la detención que se ejecuta deberá calificarse como ilegal, pues es contraria no sólo al texto constitucional, sino también a los artículos 7.1 y 7.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
78. La Primera Sala, en el precedente citado, ha previsto –de manera no limitativa– algunos posibles escenarios de reparación adecuada en los casos en los que se haya ejecutado una detención ilegal, con motivo de que no se acreditaron los elementos de la detención por caso urgente, tomando en cuenta el órgano que realiza la detención y el momento en que se lleva a cabo el control de la misma: 

a) Si la policía llevó a cabo motu proprio la detención de una persona sin orden del ministerio público en la que justifique el caso urgente, el órgano ministerial deberá calificar la detención como ilegal, una vez que la persona haya sido puesta a su disposición, y deberá ordenar que la persona detenida sea puesta inmediatamente en libertad. Asimismo, el ministerio público estará imposibilitado para admitir, considerar y valorar todo elemento de prueba que tenga un vínculo directo o que haya sido producto de la detención ilegal, por tener la calidad de prueba ilícita. 

b) Si la detención la realizó la policía por orden del ministerio público y éste aprecia que no se acreditan los elementos del caso urgente, deberá actuar en términos del inciso anterior.

c) Si la detención fue ilícita, en términos de los dos incisos anteriores, y esta circunstancia no es corregida por el ministerio público al momento en que la persona es puesta a su disposición, la autoridad judicial, al calificar la detención, una vez radicada la consignación hecha por la autoridad ministerial, deberá declararla ilegal y procederá a estudiar si las pruebas existentes se originan o tienen algún vínculo con la detención para proceder a su anulación. Una vez hecho esto, deberá estudiar el impacto de esto en la situación jurídica de la persona detenida al dictar el auto de término constitucional.

d) En segunda instancia, si el órgano de apelación aprecia que la detención fue ilegal, la calificará así y anulará las pruebas que se originan o tengan vínculo con la detención.  
79. En el caso concreto, esta Primera Sala estima que el tribunal colegiado de conocimiento debe atender la doctrina constitucional reseñada en la presente ejecutoria relativa al derecho a la libertad personal y a la excepcionalidad de caso urgente para afectarlo de forma constitucionalmente admisible. A partir de ella, deberá revisar nuevamente la legalidad del acto reclamado, en particular lo relativo a la detención del quejoso y si ésta fuera calificada como arbitraria, establecer qué material probatorio deberá excluirse por estar directamente relacionado con la detención. 

80. Ahora bien, en cuanto al resto de los agravios expresados por el quejoso para combatir la exclusión de material probatorio con base en su ilicitud y la aplicación realizada por el tribunal colegiado de conocimiento de los derechos consagrados en el artículo 20 constitucional, esta Primera Sala estima que resultan inoperantes por constituir alegatos de mera legalidad.  

81. Efectivamente, el tribunal colegiado de conocimiento verificó exhaustivamente el cumplimiento de las derechos consagrados en el artículo 20 constitucional, recurriendo para ello al marco constitucional y legal, así como la doctrina constitucional, pertinentes al caso, en particular respecto del derecho de defensa adecuada de la persona imputada durante la averiguación previa.

82. Al respecto, el tribunal colegiado resolvió que las diligencias de reconocimiento y de declaración ministerial del quejoso carecían de validez por no haberse estado correctamente asistido por profesional en derecho durante tales diligencias. Así, también estimó que debían declararse sin valor las subsecuentes ratificaciones de la declaración ministerial del quejoso, al estar viciadas de la misma ilicitud.

83. Para arribar a dicha conclusión, el tribunal colegiado de circuito aplicó los lineamientos fijados por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en cuanto al derecho de defensa adecuada de la persona indiciada en la etapa de averiguación previa, las tesis de jurisprudencia surgidas de esa doctrina y las consecuentes reglas de exclusión probatoria
 

84. Por tanto, el tribunal colegiado de circuito no efectuó una genuina interpretación constitucional del artículo 20 constitucional, ni fijó diversos alcances del derecho fundamental en cuestión. 

VIII. DECISIÓN
85. Por todo lo expuesto, se concluye que se debe revocar la sentencia recurrida para el efecto de que el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito realice un nuevo estudio de legalidad a la luz de los lineamientos constitucionales fijados en esta ejecutoria y una vez realizado lo anterior, con plenitud de jurisdicción, resuelva lo que en derecho proceda.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. En la materia de la revisión, se revoca la sentencia recurrida.

SEGUNDO.  Devuélvanse los autos al Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, para los efectos precisados en el último apartado de la presente ejecutoria.
Notifíquese; con testimonio de esta resolución vuelvan los autos a su lugar de origen y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.
Así lo resolvió, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de tres votos de los señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Presidente y Ponente Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, estos últimos se reservaron su derecho de formular voto concurrente, en contra de los emitidos por los Ministros José Ramón Cossío Díaz y Norma Lucía Piña Hernández.

Firma el Presidente de la Sala y Ponente, con el Secretario de Acuerdos, que autoriza y da fe.

PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA Y PONENTE:

MINISTRO ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA

SECRETARIO DE ACUERDOS:

LIC. JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN

En términos de lo previsto en los artículos 3º, fracción II, 13, 14 y 18, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
� Juicio de Amparo Directo 151/2015, hoja 80.


� Amparo Directo en Revisión 4239/2015, hoja 3. 


� Véase, por ejemplo, la tesis de jurisprudencia 53/98, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Novena Época. tomo VIII, Agosto de 1998, página 326, de rubro y texto: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LOS AGRAVIOS DE LEGALIDAD SON INOPERANTES. Conforme a los artículos 107, fracción IX, constitucional y 83, fracción V, de la Ley de Amparo, que regulan el recurso de revisión en amparo directo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación en esta instancia deberá examinar las cuestiones propiamente constitucionales; por consiguiente, si en el recurso se plantean, al lado de agravios sobre constitucionalidad de normas generales o de interpretación directa de un precepto de la Constitución, argumentos de mera legalidad, éstos deben desestimarse por inoperantes”.


� Véase, la tesis aislada de la extinta Tercera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, volumen 187-192, Cuarta Parte, página 179, de rubro y texto: “REVISION. IMPROCEDENTE CONTRA SENTENCIAS DICTADAS EN AMPARO DIRECTO POR TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, CUANDO SE IMPUGNA UNA LEY LOCAL POR CONTRAVENIR UNA LEY FEDERAL, ASI COMO UN CONVENIO DE COORDINACION FISCAL. De acuerdo con lo dispuesto por la fracción IX, del artículo 107 de la Constitución General, las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito no admiten recurso alguno, salvo los casos previstos por las dos hipótesis contempladas en la fracción V, del artículo 83 de la Ley de Amparo, a saber cuando decidan sobre la constitucionalidad de una ley o cuando se haga una interpretación directa de un precepto constitucional, hipótesis en la que no se encuentra un caso en el que el problema resuelto por el Tribunal Colegiado no es de inconstitucionalidad de leyes propiamente dichos, sino de contradicción entre una ley local, por un lado, y una ley federal y un convenio de coordinación fiscal, por otro, no obstante que se aduzcan violaciones a los artículos 14 y 16 constitucionales, pues éstos deben entenderse, en todo caso, como violaciones en vía de consecuencia”.


� Resuelta en sesión de Primera Sala correspondiente al 15 de noviembre de 2006, bajo la ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz, por unanimidad de votos.


� Resuelto en sesión de Primera Sala correspondiente al 6 de febrero de 2013, bajo la ponencia del Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, por unanimidad de votos.


� Resuelto en sesión de Primera Sala correspondiente al 6 de febrero de 2013, bajo la ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz, por unanimidad de votos.


� Cfr. Corte IDH, Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador. Sentencia de 21 de noviembre de 2007, párr. 57; Corte IDH. Caso Usón Ramírez vs. Venezuela. Sentencia de 20 de noviembre de 2009, párr. 146.


� Cfr. Corte IDH, Vélez Loor vs. Panamá. Sentencia de 23 de noviembre de 2010, párrs. 165 y 166. Caso Gángaram Panday vs. Surinam. Sentencia de 21 de enero de 1994, párr. 47. Cfr. Quintana Osuna, Karla I., “Límites que los derechos humanos imponen al poder punitivo del Estado de conformidad con la jurisprudencia interamericana”, en García Ramírez, Sergio, et al, Criterios y jurisprudencia interamericana de derechos humanos: influencia y repercusión en la justicia penal, IIJ, 2014, pág. 229.


� Resuelto en sesión de 3 de junio de 2015, bajo la ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles.


� Resuelto en sesión de 3 de junio de 2015, bajo la ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz.


� Idem. p. 21


� TENA RAMÍREZ, Felipe, Derecho constitucional mexicano, 28ª. Ed., México, Porrúa, 1994, p. 467.


� Cfr. SAN MARTÍN MORENO, Araceli, Manual práctico de formas no personales del verbo y perífrasis verbales, Colección Cervantes. Madrid, Editorial Verbum, pp. 22-25.


� Que el delito investigado esté contemplado con la ley (primer elemento), que exista la posibilidad de que el indiciado se sustraiga a la acción de la justicia (segundo elemento), que por razón de hora, lugar o la circunstancia no sea posible acudir ante la autoridad judicial (tercer elemento).


� DEFENSA ADECUADA EN MATERIA PENAL. LA VIOLACIÓN AL CARÁCTER TÉCNICO DEL DERECHO HUMANO GENERA LA ILICITUD DE LA DECLARACIÓN RENDIDA POR EL IMPUTADO SIN LA ASISTENCIA JURÍDICA DE UN DEFENSOR PROFESIONAL EN DERECHO, POR LO QUE DEBE SER OBJETO DE EXCLUSIÓN VALORATIVA. 1a./J. 34/2015, Décima Época, Semanario Judicial de la Federación, tomo I, Libro 18, mayo de 2015, página 267 y RECONOCIMIENTO DEL INCULPADO A TRAVÉS DE LA CÁMARA DE GESELL. EN DICHA DILIGENCIA ES NECESARIA LA ASISTENCIA DEL DEFENSOR A EFECTO DE GARANTIZAR EL DERECHO A UNA DEFENSA ADECUADA. 1a./J. 10/2015, Décima Época, Semanario Judicial de la Federación, tomo II, libro 16, mayo de 2015, página 1038.
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